
Resumen:

El presente artículo analiza las bases y el desarrollo del modelo español de concerta-
ción social y su inserción en el contexto de diálogo social europeo. Auspiciado por la 
Comisión Europea y los consejos de Europa, la concertación social se ha extendido en 
los Estados Miembros a partir de 1986. En los últimos años, España ha desarrollado 
un diálogo social centrado en pactos por la competitividad y en acuerdos sociales des-
centralizados. Del mismo modo, desde el inicio de la crisis económica, como en otros 
países del entorno, los acuerdos sociales no se han renovado, incluso se han incumpli-
do, mostrando la incapacidad del diálogo social para afrontar la actual coyuntura. 
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Abstract:

This article analyzes the basis and development of the Spanish model of social con-
certation and its integration into the context of the European social dialogue. Under 
the auspices of the European Commission and the European Councils, the social con-
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certation is particularly widespread to the Member States since 1986. In recent years, 
social dialogue focusing on competitiveness and decentralized social agreements has 
developed in Spain. In the same way, since the economic crisis broke, social agree-
ments have not been renewed as in other neighboring countries, even are found to be 
exceeded, demonstrating the inability of social dialogue to deal the present juncture.

Keywords:

Competitive social concertation; Social partners; Collective bargaining; Social conflict; 
trade union density; Union representation. 

1. Introducción

La primera reacción de los ejecutivos occidentales para hacer frente al estan-
camiento económico y la inflación de la década de 1970 consistió en renovar o em-
prender una política neocorporatista que reforzaba el compromiso con los sindicatos 
y las organizaciones empresariales y continuaba, a grandes rasgos, el paradigma 
centrado en la demanda (GALARZA, 1997: 31). Baste indicar que en 1977, año en 
que se firmaron en España los pactos de la Moncloa, ocho de cada diez países de 
Europa occidental suscribieron pactos tripartitos centralizados (BACCARO, SIMONI, 
2008: 1326) auspiciados por gobiernos socialdemócratas (MIGUÉLEZ, 1985: 152).1 

Estas políticas no lograron recuperar las tasas de crecimiento ni de empleo pero 
sí aumentaron el déficit público y favorecieron tensiones inflacionarias. El cambio del 
modelo productivo y la progresión de la globalización, en muy poco tiempo, consoli-
daron una nueva situación en nada favorable al pacto capital-trabajo (SENGENBERGER 
1991). Los países occidentales desarrollados emprendieron, en términos generales, 
una progresiva liberalización y flexibilización de la economía y, al mismo tiempo, 
impulsaron estrategias tendentes a limitar el Estado de Bienestar, denunciado como 
deficitario. De este modo, los nuevos gobiernos constituidos a inicios de la década 
de 1980 rompieron los compromisos corporatistas. 

Pareció que con el agotamiento de la política keynesiana los pactos sociales es-
taban abocados a la extinción. Sin embargo, ni la renuncia al keynesianismo ni el giro 
hacia políticas de liberalización y de oferta  pusieron fin a la tradición de negociación 
y pactos sociales en la mayor parte de Europa occidental, donde es considerada como 
parte integrante del “modelo social europeo” (HASSEL, 2009: 8).2

1.	 En Europa, la fuerza que cobraron los sindicatos propició, en parte, las victorias electorales socialde-
mócratas durante la década de 1970. 

2.	 Desde el Consejo Europeo celebrado en Val Duchesse en 1985 la Comunidad Económica Europea, 
luego Unión Europea, ha impulsado el diálogo social en los niveles comunitario, nacional y regional. 
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El diálogo social continuó desarrollándose pero inauguró una nueva concertación 
social en la que se modificaron estructura, materias e incentivos de la negociación. 
Cuando a partir de 1985 se restauró el crecimiento económico, Europa se sumió 
bajo el síndrome de “crecimiento sin trabajo” (EBBINGHAUS, HASSEL, 2000: 44 y 
47), así las políticas se centraron en el estímulo del empleo a través de aumentar 
la competitividad del tejido empresarial y las reformas de los modelos de bienestar, 
con la limitación de derechos sociales y prestaciones para reducir el gasto público y 
estimular la búsqueda de trabajo de los desempleados. Esta nueva concertación ha 
sido denominada como “competitiva” (RHODES, 1998, 2001; y 2000: 165) o “del lado 
de la oferta” (TRAXLER, 2001).3 

En este contexto, la posición de los sindicatos a lo largo de estos años ha sido 
menguante y ha estado sometida a fuertes contradicciones. Su difícil encaje en un 
paradigma económico centrado en la oferta y la flexibilidad se ha saldado a menudo 
con la contrariedad de sus bases ante la suscripción de acuerdos que han supuesto 
el retroceso del Estado de Bienestar, la moderación salarial o la pérdida de derechos 
laborales. En general han asistido a un proceso de debilitamiento que, a su vez, los 
ha hecho más dependientes de la concertación social como medio para obtener re-
cursos e influencia política. 

TABLA 1. Densidad sindical en Europa, tasa de trabajadores afiliados, 1950-2007

País/fecha 1950 1960 1970 1980 1985 1990 1995 2000 2004 2007

Austria 66 66 64 60 61 56 49 40 32 35

Bélgica 43 52 55 76 81 78 85 69 49 55

Dinamarca 56 62 63 88 91 89 93 88 80 80

Finlandia 33 34 57 81 81 88 96 79 74 74

Francia 30 19 21 17 12 9 9 9 8 8

Alemania 41 39 38 41 41 39 36 27 20 22

Grecia 17 15 11 30

Hungría 74 53 17 17

Irlanda 41 50 59 64 63 59 52 44 35

Italia 44 29 39 49 42 39 38 35 34 34

3.	 La noción “corporatismo del lado de la oferta” en Traxler F. (2001) ‘Die Metamorphosen des Korpo-
ratismus: vom klassischen zumschlanken Muster’, Politische Vierteljahresschrift 42: 590–623, cit. en 
SIEGEL (2005: 107).
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Holanda 44 44 40 39 33 30 30 27 25 22

Noruega 57 58 64 67 70 73 53 41

Portugal 51 26 17 15

España4 19 14 14 19 16 15 16 16

Suecia 67 71 67 78 82 82 88 79 77 78
Reino 
Unido

45 49 55 49 38 32 29 29 28

Fuente: KÖHLER (2008:16)

Las organizaciones empresariales, por su parte, se han debatido en la contradic-
ción de apoyar las medidas desreguladoras y liberalizadoras a favor de la empresa 
que, en último término, van en contra de su labor de intermediación corporativa. 

De un modo muy apreciable, a partir de la década de 1990, los “pactos com-
petitivos” se extendieron al calor de profundas reformas institucionales y cambios 
macroeconómicos. El cumplimiento de las condiciones de convergencia que exigió 
la Unión Económica y Monetaria europea supuso un nuevo impulso al diálogo social 
en los países miembros (BACCARO, SIMONI, 2008: 1341-1343; y HANCKÉ, RHODES, 
2005) para cumplir esos objetivos, pero al mismo tiempo bloqueó la posibilidad 
de que regresaran los grandes acuerdos sociales basados en la coordinación de las 
políticas monetaria, fiscal y salarial, que requería independencia monetaria y plena 
soberanía de los bancos centrales nacionales (SIEGEL, 2005: 110-112). A la altura de 
2003, en Europa occidental, todos los países desarrollaban acuerdos de este tipo menos 
Dinamarca, Italia, Francia y Reino Unido (BACCARO, SIMONI, 2008: 1326). Diálogo 
y acuerdos sociales que abandonaron, en muchos casos, el ámbito estatal-nacional. 
La pérdida de competencia de los estados a favor de instancias supranacionales, 
claramente representada por el proceso de integración europea, pero sobre todo la 
descentralización administrativa de determinados países y las estrategias de desarrollo 
local y regional abrieron dinámicas de “mesoconcertación” territorial dentro de los 
Estados y sectorial, a nivel europeo. En una vía de “descentralización organizada” 
(LÉONARD, 2005: 314-315).

El inicio de la actual crisis económica ha mostrado la debilidad y la falta de 
operatividad de estos pactos competitivos, pues en 2009 los países con tradición 
corporatista en los últimos años no sólo suspendieron el diálogo social, sino que 

4.	 La Organización Internacional del Trabajo ha analizado el diálogo social de 2007-2010 en países con 
importante presencia de pactos sociales en los últimos veinte años. El estudio se dirigió a Irlanda, 
España, Portugal, Italia, Finlandia, Holanda y Bélgica.
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regresaron a la confrontación. Los acuerdos se han limitado a aspectos parciales 
como la moderación salarial, pero sin contrapartidas para los trabajadores, sin acordar 
planes generales para hacer frente a la crisis. De un grupo de siete países europeos 
con una importante presencia de concertación social en los últimos años, sólo en 
Bélgica se ha preservado un clima favorable de diálogo social para afrontar la crisis. 
Disenso y confrontación que no sólo se instaló en las relaciones entre sindicatos, 
organizaciones empresariales y gobiernos, sino que se ha extendido incluso al seno 
de las organizaciones sindicales (HYMAN, 2010: 2-7).45 

Este artículo pretende analizar el diálogo social en España desde su inicio a 
la actualidad. De un modo más concreto, se propone, primero, insertar el modelo 
español en el marco teórico expuesto y relacionarlo con los países del entorno eu-
ropeo. En segundo lugar, pretende estimar, en términos relativos y en comparación 
con la media de la UE, los resultados obtenidos en materia de representatividad de 
los sindicatos en las empresas (penetración sindical en el tejido productivo), grado 
de articulación de la negociación colectiva y evolución de la conflictividad social. 
Estos indicadores, dependientes del clima de confianza y consenso que deben 
generar los pactos, ayudarán a evaluar el impacto institucional del diálogo social 
desarrollado en España. 

Una vez expuesta en la introducción la cuestión teórica y conceptual que se 
quiere abordar, el artículo se desarrolla en epígrafes que exponen las diferentes 
etapas que ha atravesado el diálogo social, su relación con el marco europeo y los 
resultados obtenidos en función de los indicadores señalados, y finalmente un último 
apartado de conclusiones. 

2.  El inicio de la tradición corporatista. Los acuerdos generales   
    de 1977-1986

España inició su tradición de pactos sociales cuando éstos, en su orientación 
keynesiana y de política de rentas, comenzaron a ser fuertemente criticados. Sin 
embargo, el contexto resultaba absolutamente propicio, pues la coyuntura  eco-
nómica estaba abonada para la conflictividad, con tasas de desempleo e inflación 
elevadas, y la política se encontraba en un proceso de transición política a la de-
mocracia, siempre amenazado por los planes involucionistas y el terrorismo. En 
tal contexto, fue el consenso la clave que permitió avanzar hacia la democracia 
(MARTÍNEZ ALIER, ROCA JUSMET, 1988: 37), el acuerdo entre capital y trabajo 

5.	 La Organización Internacional del Trabajo ha analizado el diálogo social de 2007-2010 en países con 
importante presencia de pactos sociales en los últimos veinte años. El estudio se dirigió a Irlanda, 
España, Portugal, Italia, Finlandia, Holanda y Bélgica. 
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aportó un apoyo tangible y una aprobación normativa a una democracia nueva y 
precaria (SCHMITTER, 1991: 73-74).6 

En la Tabla 2 se recogen algunas variables que reflejan la situación económica. 

Tabla 2. 	Comparación de la tasa de crecimiento anual del PIB y de la tasa anual de desem-
pleo en España y la Comunidad Económica Europea (CEE), 1978-1982

TASA ANUAL DE 
CRECIMIENTO DEL PIB

TASA ANUAL DE
DESEMPLEO

Años España CEE España CEE

1978 1,5 3 4,2 4,9

1979 0 3,5 5,8 5

1980 1,3 1,3 8,5 5,5

1981 -0,1 0,1 11,2 7

1982 1,2 1 13 8,2

Fuente: DE LA DEHESA ROMERO (2003:56 y 59).

El aumento medio anual del Índice de Precios al Consumo pasó del 5,7% en 1970 
al 24,5% en 1977; entre 1964 y 1974 la tasa de crecimiento anual acumulativo del PIB 
real había sido del 6,4%, y entre 1975 y 1985 descendió al 1,6%. El paro pasó del 3% en 
1974 al 21,5% en 1985 (PÉREZ INFANTE, 2009: 47). Como consecuencia, los años 1976 
y 1977 conocieron una conflictividad creciente, con una elevación extraordinaria de las 
horas de trabajo perdidas por huelgas. En 1975 se produjeron 3.156 conflictos laborales 
que afectaron a 647.100 trabajadores y provocaron 14.521.000 horas de trabajo perdidas. 
El año siguiente, muerto el dictador, la mayor debilidad del régimen hizo que se dispa-
rara la conflictividad. Se generaron 40.179 conflictos, 2.519.000 trabajadores estuvieron 
afectados y se perdieron 106.560.000 horas de trabajo (MOLINERO, YSÀS, 1998: 96). 

Los primeros acuerdos, denominados Pactos de la Moncloa, firmados el 25 de 
octubre de 1977 y vigentes a partir del año siguiente, acometieron un plan de refor-
mas y liberalización, además del control de la inflación a través de la moderación 
salarial. Pero, como compensación a los trabajadores y sus organizaciones, fijaron 
unos principios de generalidad, universalidad, progresividad y caja única propios 
de una Seguridad Social inserta en la noción de Estado del Bienestar (FUENTES 

6.	 El Acuerdo Nacional de Empleo alcanzado en 1981, tras el golpe de Estado, hay que insertarlo dentro 
de la misma lógica de transacción y apoyo a la democracia. 
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QUINTANA, 2004; COMÍN COMÍN, 2010; y CABRERA, 2011).7 Los siguientes acuer-
dos sociales celebrados hasta 1984 acordaron las reglas básicas del sistema: reforma 
tributaria, moderación salarial, control de la inflación y gasto social, que aumentó 
notablemente. Baste indicar que el gasto de protección social ascendió del 7% del 
PIB en 1970 a cerca de un 15% en 1984 (FINA SANGLAS, 2001: 96). Este primer gran 
acuerdo corporatista evidenció las carencias y particularidades del modelo de diálogo 
social que se iniciaba en España. Fueron los partidos políticos los que asumieron 
el protagonismo del acuerdo, con la exclusión de Alianza Popular. Con matices, la 
Unión General de Trabajadores (UGT) y Comisiones Obreras (CC OO) aceptaron lo 
resuelto por los partidos políticos.8 

La extrema debilidad de las organizaciones sindicales condicionó su acción du-
rante estos años. La baja afiliación relativa (Tabla 1), reducida a la mínima expresión 
entre los trabajadores de pequeñas empresas y eventuales en general, los problemas 
relacionados con el pago de las cuotas, la financiación externa y la burocratización 
son rasgos que les han caracterizado desde entonces. En este contexto, los sindicatos 
utilizaron los pactos sociales como vía para lograr una institucionalización efectiva que 
los fortaleciera.9 A partir de entonces UGT y CC OO han sido las centrales mayoritarias. 

Aunque las organizaciones empresariales estuvieron ausentes de los Pactos de la 
Moncloa, se considera que, de manera indirecta, éstos impulsaron la unidad empre-
sarial, que se aglutinó primero en su denuncia (LLUCH, 1996: 254), para después, en 
el mismo sentido que los sindicatos, beneficiarse del proceso de institucionalización 
al que tuvieron acceso.

A pesar del inicio de la reconversión industrial, esta primera oleada de acuerdos 
contribuyó a mejorar la conflictividad laboral, que pasó de los más de 16 millones de 
horas perdidas por huelgas en 1979 a algo más de 5 millones en 1981. Sin embargo, 
el desempleo continuó subiendo invariablemente y la inflación no disminuyó de 
manera significativa (PÉREZ INFANTE, 2009: 50-52).

El nuevo Gobierno socialista en 1982, seguro de su mayoría parlamentaria y ante 
la experiencia infructuosa de las políticas expansivas de los gobiernos socialistas fran-
cés y griego, adoptó un programa de ajuste que no tuvo empacho impulsar reformas 
económicas y sociales sin consenso (GONZÁLEZ FERNÁNDEZ, 2010: 114), aunque los 

7.	 Un proceso lastrado por la rapidez con la que se acometió, pues no eliminó del todo los vicios finan-
cieros del pasado, y por la crisis económica del periodo 1975-1985. 

8.	 En estos momentos, la vinculación e incluso la supeditación del sindicato al partido de referencia era 
clara. CC OO al Partido Comunista de España y UGT al Partido Socialista Obrero Español. 

9.	 La “institucionalización” de los sindicatos, como se ha apuntado, es un elemento que favorece el desarrollo 
organizativo; no obstante, existe el peligro de que el apoyo, a través de los acuerdos sociales, a determina-
das políticas de ajuste, cuando los trabajadores no obtienen ninguna contrapartida, mengüen la afiliación 
y la representación a favor de otras opciones no comprometidas en esos pactos (HALL, 1991: 159-160).
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acuerdos no quedaron excluidos completamente. En realidad, el nuevo ejecutivo no 
rompió con la política económica desarrollada por la Unión de Centro Democrático hasta 
entonces, aunque sí aumentó el gasto público (GARCÍA DÍEZ, 1998: 419). El camino 
de las reformas y la liberalización se concretó en una política monetaria restrictiva y de 
moderación salarial, esta última acordada con los sindicatos a cambio de proseguir su 
institucionalización. En cuanto al empleo, se siguió la misma política adoptada en 1978 
de “planes especiales” de fomento de la ocupación mediante la concesión de incenti-
vos a las empresas para la contratación de desempleados (FINA SANGLAS, 2001: 117).

En septiembre de 1983, el Gobierno presentó el Programa Económico a medio 
Plazo (1984-1986) que pretendía sanear la economía. El objetivo central era reducir 
la inflación al 8% en 1984, para ello el crecimiento salarial de los convenios colectivos 
debía situarse entre el 5% y el 6%. Los empresarios aceptaron el ajuste. Las reformas, 
pese a la oposición de los sindicatos, se aplicaron y condujeron hacia un repunte de 
la conflictividad, ya apreciado desde 1983. 

Aunque no se produjo un pacto por escrito, el Gobierno consensuó en 1984 una 
reforma laboral10 con la UGT, Confederación Española de Organizaciones Empresariales 
(CEOE) y Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa (CEPYME), y la 
oposición de CC OO. La reforma introdujo flexibilidad y sobre todo nuevos tipos de 
contratación temporal.11 Como contrapartida, aumentaron las prestaciones y los subsidios 
de paro. En ese clima de diálogo, el Gobierno planteó a los interlocutores sociales el 
Acuerdo Económico y Social, que se firmó el 9 de octubre de 1984, vigente para los dos 
años siguientes, por el propio Ejecutivo, UGT, CEOE y CEPYME. La prioridad, generar 
empleo, se alcanzaría mediante un crecimiento económico sostenido, propiciado, a su 
vez, por la reducción de la inflación y del déficit público. De este modo, comenzaron a 
practicarse claramente políticas de la oferta y a reformularse las relaciones laborales a favor 
de la flexibilidad. Se exigió moderación salarial y el control del gasto público, aunque 
estas medidas fueron complementadas con otras de estímulo de la demanda, de exten-
sión de las políticas pasivas de empleo (MARAVALL, FRAILE, 2000) y del seguro sanitario. 

Al final de la legislatura 1982-1986 dos asuntos prioritarios marcaron la negocia-
ción entre Gobierno y UGT, la Ley Orgánica de Libertad Sindical, promulgada el 2 de 
agosto de 1985, que consagró la hegemonía de las organizaciones “más representati-
vas” y la reforma de la Seguridad Social. Esta última iniciativa marcó el inicio del fin 
de la política de grandes pactos sociales, pues propició la ruptura entre el Ejecutivo 

10.	 Ley 32/1984 de 2 de agosto
11.	 Desde entonces, la tasa de temporalidad de  disparó, se ha estimado que el volumen de contratos 

temporales se duplicó de 1984 a 1985. Una extensión de la temporalidad que no se compensó con 
una reducción equiparable del desempleo (CACHÓN, PALACIO, 1999: 281).
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socialista y la UGT, que no aceptó el recorte de prestaciones.12 CC OO convocó una 
huelga general contra tal medida a la que concurrió en solitario, pero el sindicato 
socialista exigió a sus parlamentarios que participaran en las protestas contra la re-
forma y que votaran en contra. Por otro lado, la organización empresarial, que había 
saludado la política económica emprendida, criticó duramente la negociación de la 
adhesión de España a la CEE y entró en un progresivo distanciamiento y desconfianza 
del Gobierno socialista que alcanzó su punto álgido en la antesala de las elecciones 
de 1986 (GONZÁLEZ FERNÁNDEZ, 2010: 115).

El clima de desavenencia se había instalado y se reforzó al persistir una política 
económica restrictiva, renuente a la mayor distribución del producto social a favor de 
los trabajadores que exigieron las organizaciones sindicales. El poder adquisitivo de 
los salarios pactados por convenio disminuyó un 7,3% entre 1978 y 1986, se produjo 
una disminución del 11,9% de los costes laborales y el porcentaje de la remuneración 
de los salarios en la distribución del PIB decreció del 54,2% (1972-1980) al 49,9% en 
1986 (MIGUÉLEZ, REBOLLO, 1999: 328); aunque se había producido una compensa-
ción clara en términos de gasto social.

3. La ruptura de la concertación social, 1987–1996

Las importantes divergencias desencadenadas entre PSOE y UGT facilitaron la re-
composición de la unidad de acción entre las dos centrales sindicales mayoritarias y su 
exigencia, común y coordinada, de un “giro social”. Entre 1987 y 1988 se produjeron tres 
intentos fallidos de acuerdo social y se consolidó la tendencia hacia la confrontación.13 

El sindicalismo más representativo había adquirido la suficiente fuerza, legitimidad 
y relevancia, en buena medida gracias a las transacciones corporatistas de la etapa 
anterior, como para mostrar un perfil independiente y ubicado en la defensa de los 
trabajadores (SERRANO DEL ROSAL, 2000: 144-147), pero también se mostró capaz 
de capitalizar el descontento de amplios sectores de la izquierda con el Gobierno 
socialista. En otoño de 1988 estalló el conflicto definitivamente como consecuencia 
de un plan de empleo juvenil que permitía un contrato exento del pago de cuotas a 
la Seguridad Social y excluido del amparo de los convenios colectivos. 

El extraordinario éxito de la huelga general del 14 de diciembre de 1988 reforzó 
la posición de los sindicatos, cuya unidad de acción salió igualmente fortalecida. A 

12.	 Reforma que consistió básicamente en la ampliación del periodo de cotización exigido para acceder a 
una pensión de 10 a 15 años y del cómputo de la base reguladora para el cálculo de las prestaciones 
de 2 a 8 años. 

13.	 En 1987 la conflictividad había vuelto a repuntar, se habían perdido 5 millones de horas de trabajo 
por huelgas, el siguiente año 6,8 millones de horas sin contar la huelga general, que elevaría la cifra 
a 11,6 millones (PÉREZ INFANTE, 2009: 58)
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partir de entonces iniciaron una ofensiva que tomó cuerpo en la Propuesta Sindical 
Prioritaria (PSP), en 1990, y la Iniciativa Sindical de Progreso (ISP), en 1991, progra-
mas comunes de reivindicaciones que tenían como preferencia el aumento y mejora 
de la calidad del empleo. 

En respuesta al reto sindical y para acercar posturas, el Gobierno paralizó sus 
reformas parciales del mercado de trabajo y acometió una expansión del gasto pú-
blico en el periodo 1989-1992 y la garantía de la participación de los trabajadores en 
la empresa (SOLA ESPINOSA, 2010: 17). La CEOE asistió con no poca preocupación 
a la ofensiva sindical, ante la que temía la claudicación del gobierno, y denunciaron 
en la Organización Internacional del Trabajo el entendimiento bilateral entre ejecutivo 
y sindicatos como una “ruptura del tripartismo”.

A inicios de la década de 1990 los sindicatos rechazaron el denominado “Pacto 
Social de Progreso”, propuesta del Gobierno para mejorar la competitividad, y el “Plan 
de Convergencia”, que planteaba medidas de ajuste económico que contaron con el 
acuerdo de la CEOE. En 1992, el inicio del nuevo periodo de crisis económica y la 
política común europea cortaron en seco la expansión de las políticas sociales. El país 
había perdido competitividad y había aumentado el déficit de la balanza comercial. 
De igual modo el Tratado de Maastrich impuso unas condiciones restrictivas, control 
de la inflación y el déficit público, para el ingreso en el Sistema Monetario Europeo.

En 1992, la restricción de la cobertura del seguro de desempleo provocó una 
nueva huelga general que no obtuvo el seguimiento de la anterior. La presión sin-
dical, sin embargo, resultó suficiente para obtener un acuerdo favorable en materia 
de formación profesional, consensuar un proyecto de Ley de Prevención de Riesgos 
Laborales y pactar con el grupo socialista un proyecto de Ley de Huelga que no fue 
capaz de asumir ni siquiera el propio Gobierno.

El nuevo Gobierno socialista surgido de las elecciones de 1993 acometió otra 
reforma del mercado de trabajo que mereció la convocatoria, el 27 de enero de 
1994, de otra huelga general por parte de los sindicatos mayoritarios que tuvo me-
nor seguimiento que las anteriores. La nueva normativa instauró la devolución de 
facultades de regulación del mercado laboral a la negociación colectiva, la supresión 
del monopolio del INEM en la intermediación del mercado de trabajo (legalización 
de las empresas de trabajo temporal) y su especialización en formación profesional, 
y el reordenamiento y simplificación de las modalidades de contratación y mecanis-
mos de flexibilidad para los contratos indefinidos (ESPINA, 1999: 382).  Se acometió, 
igualmente, una reducción de las prestaciones por desempleo (ingresos que, además, 
comenzaron a tributar en el IRPF) y de las cotizaciones sociales correspondientes a 
las contingencias de enfermedad y vejez (CACHÓN, PALACIO, 1999: 288). 

Esta vez la patronal se opuso frontalmente a los sindicatos, al considerar la política 
desarrollada como acertada. Ni siquiera los grandes pactos de concertación habían fomentado 
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un clima de confianza, la gran mayoría de las pequeñas empresas14 rechazaron de plano 
cualquier tipo de sindicalismo y las grandes, pese a asumirlo en virtud de la normativa vi-
gente, procuraron, en la medida de lo posible, restarle protagonismo (DEL CAMPO GARCÍA, 
1995: 91-92). Una postura que constituía un serio inconveniente a la hora de insertar los 
pactos (tripartitos y bipartitos) en la estrategia competitiva a nivel de empresa. 

El diálogo social quedó verdaderamente dañado y, aunque se produjeron algunos 
acuerdos en materia de condiciones de trabajo de la función pública y para la reforma 
del empleo rural, se ampliaron las subvenciones a los sindicatos un 20% y la citada 
ley de salud laboral abrió un nuevo ámbito de actuación (e institucionalización) para 
las centrales más representativas, no pudieron alcanzarse acuerdos que enfrentaran 
la crisis del periodo 1992-1996. 

Las organizaciones sindicales habían sufrido un desgaste apreciable precisamente 
como consecuencia de la ruptura de los acuerdos sociales (OLIET PALÁ, 2001: 144-145). 
La estrategia de confrontación, pese al éxito de la huelga general de 1988, no rindió los 
frutos esperados. Al dirigirse este enfrentamiento en su mayor parte contra el Gobierno, la 
disputa se libró más en el orden político que en el económico, quedó en segundo plano 
la acción sindical en las empresas. Crisis manifestada en las elecciones sindicales de 1994-
1995, en las que las organizaciones mayoritarias perdieron casi cuarenta mil delegados.

Tabla 3. Elecciones Sindicales en España, 1978-2011  

AÑO DELEGS CC OO UGT OTROS NO AF

Nº % Nº % Nº % Nº %

1978 193.112 66.540 34,5 41.897 21,7 25.953 13,4 58.725 30,4

1980 164.617 50.817 30,8 48.194 29,3 22.053 13,4 43.553 26,5

1982 140.770 47.016 33,4 51.672 36,7 25.058 17,08 17.024 12,1

1986 175.363 59.230 33,8 69.427 39,6 33.998 19,4 12.708 7,2

1990 237.261 87.730 36,9 99.737 42 41.387 17,4 8.407 3,5

1995 204.586 77.348 37,8 71.112 34,7 49.495 24,2 6.631 3,2

1999 260.285 98.440 37,8 96.770 37,2 57.006 21,9 8.969 3,1

2003 280.396 109.431 39 102.930 36,7 60.584 21,6 7.471 2,7

2007 310.231 121.556 39,2 114.269 36,8 68.190 22 6.216 2
2011 307.011 116.331 37,9 109.913 35,8 74.877 24,4 5.890 1,9

Fuente: JODAR (2013: 543)

14.	  La normativa impide la celebración de elecciones sindicales en empresas de menos de 6 trabajadores. 
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El fracaso de la estrategia de confrontación coincidió con la progresión de reconver-
siones en el sector industrial, el aumento del desempleo y la consolidación de las nuevas 
formas de organización flexible del trabajo que afectaron sobremanera el poder de los 
sindicatos en la empresa. La introducción de la temporalidad, por otro lado, había seg-
mentado apreciablemente la fuerza de trabajo (ARASANZ DÍAZ, LÓPEZ ANDREU, 2005: 
192-193). Se generó una parte de la fuerza de trabajo, singularmente jóvenes, caracteri-
zada por la precariedad laboral y desconectada de los sindicatos (ANTÓN MORO, 2007). 

4.- En el paradigma del corporatismo competitivo, concertación 
     social fragmentada y descentralizada. Pactos y conflictos,  
    1996-2012

La nueva concertación desarrollada en España no sólo ha estado presidida por 
el signo de la política económica de la oferta, sino que, en ausencia de pactos gene-
rales, ha progresado hacia “acuerdos fragmentarios”, en mesas separadas, y pactos 
autonómicos por la competitividad y el empleo.

A inicios de la década de 1990, cuando la concertación social nacional (ma-
croconcertación) sufría evidentes contrariedades (MORENO VIDA, 2009: 559), co-
menzaron los primeros acuerdos autonómicos de concertación social, favorecidos y 
financiados por la política europea regional de desarrollo y la cohesión territorial. Este 
tipo de mesoconcertación ha encajado perfectamente en un modelo determinado por 
los objetivos de favorecer la competitividad, el crecimiento y el empleo. En España, 
además de las orientaciones procedentes de Europa, operó como factor primordial 
el progresivo avance del Estado de las autonomías. En los últimos veinte años se ha 
producido una progresiva transferencia de competencias a las regiones.15 

La victoria del Partido Popular (PP) en las elecciones legislativas de 1996 coincidió 
con el inicio de la recuperación económica a nivel mundial. El nuevo Gobierno conser-
vador, al igual que los últimos ejecutivos socialistas, no disponía de mayoría absoluta y 
hubo de alcanzar pactos estables de legislatura con otros grupos políticos nacionalistas 
de centro-derecha. La relativa debilidad del Gobierno y los sindicatos mayoritarios, la 
buena disposición de la CEOE hacia las reformas que se estaban acometiendo, la nece-
sidad de consenso social para dejar atrás la crisis iniciada en 1992, la influencia europea 
favorable hacia los acuerdos de concertación, la fragmentación de lo acordado en mesas 
separadas de negociación y el inicio de la recuperación económica permitieron que se 
rehabilitaran los pactos sociales. A partir de entonces, se impuso un crecimiento basado 
en las infraestructuras y la construcción que logró rebajar considerablemente las tasas 
de paro (por debajo del 10% en 2007), pero no las de temporalidad. 

15.	 La administración regional española aumentó una media del 13% entre 1997 y 2008, mientras que la 
media de la UE lo hizo un 1% (ROCHA, ARAGÓN, 2001: 5 y 22; y COMISIÓN EUROPEA, 2010:156).
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En sintonía con otros sindicatos europeos, los españoles se aprestaron a parti-
cipar en acuerdos que salvaguardaran los derechos sociales y laborales mínimos en 
medio de las “reformas necesarias”. Esta “asunción de la realidad” ha comportado 
la aceptación de ciertos criterios empresariales, sobre todo relativos a la creación de 
empleo (SANTOS ORTEGA, 2003). 

La CEOE, por su lado, también se orientó hacia el pacto, pese a que retóricamente 
venía planteando una total individualización de las relaciones laborales. La tendencia ma-
yoritaria pareció valorar más la conveniencia de eliminar incertidumbres de gobernabilidad 
en las empresas y no restar importancia mediadora a la organización16 (ESPINA, 1999: 389). 

Entre julio y diciembre de 1996 se alcanzaron acuerdos tripartitos sobre solución 
extrajudicial de conflictos laborales, política de inversiones, empleo agrario y sobre 
formación profesional, y un pacto entre sindicatos y Gobierno para la consolidación 
y racionalización del sistema de Seguridad Social (aplicación de las recomendaciones 
del Pacto de Toledo) del que se autoexcluyó la organización empresarial (GONZÁLEZ 
FERNÁNDEZ (2010: 123). También se reeditaron los acuerdos bilaterales entre CEOE 
y CEPYME y UGT y CC OO. 

En 1997 se rubricaron los acuerdos interconfederales sobre Estabilidad en el 
Empleo, Negociación Colectiva y Cobertura de Varios.17 Se estableció así una amplia-
ción general de las materias negociables y sobre todo la pretensión de reducir su 
atomización e instituir, aunque con matices, criterios de centralización. 

Tabla 4. 	Sistemas de negociación colectiva en Europa y tasa de cobertura de la negociación 
colectiva en los años 1985, 1995, 2004, 2008 y 2010

Tasa de Cobertura de 
los convenios colectivos

Nivel de 
N. C

Grado de 
Coord.

1985 1995 2004 2008 2010

Alemania Intermedio Medio 85 76,0 65,8 63,9 61,1

Austria Intermedio Alto 95 98* 99* 99* 99

Bélgica Centralizado Alto 96 96* 96* 96 96

Bulgaria Intermedio Bajo ND ND 40* 30 18

16.	  La patronal española mantuvo una posición un tanto ambigua en la que cabía su defensa cerrada 
de la competitividad y la flexibilidad y también su renuencia a demandar la descentralización de la 
negociación (AGUAR, CASADEMUNT, MOLINS, 1999: 63).

17.	  Para cubrir los vacíos que había provocado la extinción en 1995 de la vigencia de las Ordenanzas y 
Reglamentos Laborales, herencia de la dictadura.

TRABAJO 28 • U. Huelva 2013
I.S.S.N. 1136-3819 119-140

M. Sánchez	 De los Acuerdos Generales de Renta a la Concertación Social Competitiva Europea (...) / 131

131



Chipre Intermedio Bajo ND ND 63* 52 ND

Dinamarca Intermedio Medio 83 84 85 85* ND

Eslovaquia Intermedio Medio ND ND 40 40 35*

Eslovenia Intermedio Medio ND 100 100 92 ND

España Centralizado Alto 82 83* 77,4 80,2 73,2

Estonia Descentral. Bajo ND ND 28 25* 25*

Finlandia Centralizado Alto 77 85* 88,3 89,5* ND

Francia Intermedio Bajo 88,3 ND 92* 92 ND

Grecia Descentral. Bajo ND 65 65* 65 ND

Hungría Descentral. Bajo ND ND 43,5 35,9 33,5*

Irlanda Descentral. Bajo ND ND 41,9* ND 42,2

Italia Intermedio Medio 85 85 85 ND 85

Letonia Descentral. Bajo ND ND 15* 25 22

Lituania Descentral. Bajo ND ND 12,5* 15 13

Luxemburgo Intermedio Bajo 60 60* 58* 58 ND

Malta Descentral. Bajo ND 65 60* 55 ND

Países Bajos Intermedio Medio 80,3 83,4* 84,7* 85 84,3

Polonia Descentral. Bajo ND ND 38* 33 28,9

Portugal Intermedio Medio 75* 94,7* ND 90

Reino Unido Descentral. Bajo 64 36 34,7 33,6 30,8

República Checa Descentral. Bajo ND 56,3 35,9 38,2 47,1

Rumanía Intermedio Bajo ND ND ND 70 20*

Suecia Intermedio Alto 85 94 94* 91 91

(*) Las cifras que corresponden a años inmediatamente anteriores o posteriores a la fecha indicada.

Fuentes:

Data Base on Institutional Characteristics of Trade Unions, Wage Setting, State Intervention 
and Social Pacts, 1960-2011 (ICTWSS), version 4.0.

http://www.uva-aias.net

European Industrial Relations Observatory on line.

http://www.eurofound.europa.eu/eiro/index.htm
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España cuenta con un sistema de negociación colectiva de centralización y coor-
dinación intermedia con una amplia tasa de cobertura de los convenios colectivos 
(Tabla 4), con el sector y la provincia como referentes mayoritarios en la contratación. 
Sin embargo, en los últimos años analizados (2008-2010) la evolución positiva de la 
tasa de cobertura de los convenios colectivos se ha frenado en seco y ha retrocedido 
7 puntos porcentuales, testimonio de que el fracaso del diálogo social ha tenido una 
repercusión clara a nivel sectorial y empresarial. Además, las altas tasas de cobertura 
seguramente no se corresponden en su efectiva aplicación a la realidad en un mercado 
de trabajo aquejado por altísimas tasas de desempleo y temporalidad. 18 

Entre 1998 y 2004 se suscribieron los acuerdos tripartitos sobre Formación 
Continua (2000), sobre la Solución Extrajudicial de Conflictos Laborales (2001) y de 
Negociación Colectiva (2002) (PÉREZ INFANTE, 2009: 62-63), aunque también se 
produjeron disrupciones notables que desembocaron en enfrentamiento, como el 
ocurrido con ocasión de la reforma laboral de primavera de 2002 y la consiguiente 
huelga general de 20 de junio. La huelga contó con el suficiente apoyo como para 
que el Gobierno retirara en su práctica totalidad la reforma presentada y dimitiera 
el ministro de Trabajo. En cambio, entraron en vigor dos medidas que supusieron 
recortes de derechos para los trabajadores, la ampliación del denominado “empleo 
adecuado” que debían aceptar los perceptores de prestaciones por desempleo, y el 
despido improcedente sin necesidad de justificación ni consecuencias judiciales para 
el empresario, siempre que abonara la indemnización correspondiente. Los sindicatos, 
como compensación del Ejecutivo, obtuvieron un reforzamiento institucional al asumir 
un mayor protagonismo (y financiación correspondiente) en la formación continua, 
la supervisión de la contratación y la seguridad en el trabajo. 

En 2004 el PSOE volvió a ganar las elecciones generales. Se abrió una nueva 
etapa de concertación favorecida por la buena marcha general de la economía, que 
permitió un intercambio político fluido entre el Ejecutivo y los agentes sociales. 
Este nuevo camino lo abrió una declaración general de intenciones “para el diálogo 
social sobre competitividad, empleo estable y cohesión social” entre el Gobierno, 
los sindicatos mayoritarios y CEOE y CEPYME. Sin embargo, el proceso no estuvo 
exento de problemas. El escollo más importante se encontró en la introducción de 
una cláusula de revisión del Salario Mínimo Interprofesional que concitó el rechazo 
de la CEOE y de parte del Gobierno, el propio ministro de Economía se mostró en 
contra (GONZÁLEZ FERNÁNDEZ, 2010: 125). Una Comisión de Seguimiento y Eva-

18.	 El acuerdo sobre Estabilidad en el Empleo, asumido en su totalidad por el Gobierno, se concretó 
en el Real Decreto-Ley 8/1997, de 16 de mayo, de medidas urgentes para la mejora del mercado de 
trabajo y de fomento de la contratación indefinida. Pero la temporalidad continuó en tasas elevadas 
revelándose como un rasgo estructural del mercado de trabajo hasta la actualidad.
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luación del Diálogo Social tripartita se encargó de concretar los acuerdos.19 Además, 
se firmaron pactos sectoriales. Con la ausencia de las organizaciones empresariales, 
el Gobierno y los sindicatos acordaron las medidas socio-laborales de igualdad de 
trato y oportunidades entre hombres y mujeres.20 

En 2008 la crisis económica detuvo el diálogo social. En un primer momento, 
el Gobierno socialista aplicó una política de estímulo económico posibilitada por los 
recursos disponibles de la etapa de expansión. Los sindicatos no tuvieron problema 
en alinearse con esta política proponiendo subidas salariales por encima de la infla-
ción. En cambio, la CEOE se descolgó del consenso y solicitó reformas estructurales, 
incluida la del mercado de trabajo. Planteamientos divergentes que condujeron al 
disenso en 2009 (GONZÁLEZ FERNÁNDEZ, 2010: 102-105). 

	 En mayo de 2010, sin que se hubieran reactivado los compromisos sociales, 
la situación cambió de plano. El Gobierno anunció, ante las presiones internacionales, 
particularmente de la UE, un estricto giro en su política económica hacia el ajuste 
presupuestario. Evidentemente, el diálogo social entró en punto muerto, en esta oca-
sión por la desafección clara de los sindicatos que convocaron una huelga general 
el 29 de septiembre.21 El regreso a la confrontación ha coincidido con el creciente 
desprestigio social de las centrales sindicales mayoritarias, que se ha reflejado en las 
elecciones sindicales (TABLA 3) y en la reducción de la tasa bruta de representación 
sindical en las empresas en cerca de dos puntos, situándose en el 47,4% en 2010, 
aunque cerca de media, en 2008, de los países mediterráneos (48%), y de la UE 27, 
50% (BENEYTO, 2009: 3 y 2013: 533). Del mismo modo, la densidad sindical se ha 
mantenido baja, en torno al 15% (Base de Datos ICTWSS, versión 4.0).

El regreso de la conflictividad con motivo de la ruptura del diálogo social no 

19.	 En este marco de entendimiento se establecieron multitud de acuerdos, en una extensión de la ló-
gica de pactos concretos, en detrimento de generales, que es consustancial a la concertación social 
“competitiva”. Citamos los más destacados. Desarrollo y Aplicación de los derechos laborales de los 

extranjeros; Revalorización por encima de la inflación real de las pensiones mínimas (contributivas y 
no contributivas); Modificación de los procedimientos de extensión de los convenios colectivos para 
que éstos pudieran cubrir más sectores y empresas que se hallaban fuera del sistema; Reforzamiento 
de la prevención de riesgos laborales; Protección y atención a las situaciones de dependencias de 
personas mayores y discapacitadas (Ley 39/2006 de 14 de diciembre); Modificación del sistema de 
formación profesional para el empleo (2007); y diversos acuerdos sobre mejoras en el funcionamiento 
del mercado de trabajo con la finalidad de aumentar el empleo estable y reducir la temporalidad (Real 
Decreto-Ley 5/2006, de 9 de junio, y Ley 43/2006 de 29 de diciembre, que supusieron la incorpora-
ción del Acuerdo tripartito para la Mejora del Crecimiento y el Empleo, de 9 de mayo de 2006). 

20.		 Ley 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.
21.		 Ello no fue óbice para en 2011 se lograra una reforma concertada del sistema de pensiones cuyo 

resultado consistió en retrasar la edad de jubilación, endurecer el acceso a la prestación máxima y 
recortar la renta media de los futuros jubilados.  En la misma dinámica de los pactos celebrados en 
los últimos años.
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debe ocultar los escasos resultados obtenidos en su reducción los años precedentes. 
Entre 1980 y 2008, periodo en el que la concertación social estuvo suspendida sólo 
nueve años, España fue el país europeo con más jornadas perdidas por huelga por 
cada 1.000 trabajadores. 

GRÁFICO 1. Promedio Anual de Jornadas Perdidas por Huelga, 1980-2008

Fuente: LUQUE BALBONA (2010: 111)

5. Conclusiones

Pese a la falta de tradición, España se ha insertado en el nuevo paradigma de 
pactos sociales en Europa. De este modo, aunque con cierto retraso motivado por la 
etapa de confrontación (1987-1996), se incorporó a la concertación social competitiva 
o del lado de la oferta a mediados de la década de 1990, inducida por el progreso 
de la globalización, el consenso acerca de las políticas flexibilidad y desregulación, 
y el respaldo de la Unión Europea.

Este tipo de concertación social ha rendido frutos ambiguos y controvertidos a 
los agentes sociales, sobre todo a los sindicatos, que se han debatido en la contra-
dicción de necesitar una mayor institucionalización, y continuar pactando, y suscribir 
unos acuerdos que, en términos generales, significa una reducción de derechos para 
sus representados. 

Desde un punto de vista institucional, este tipo de concertación social ha ofreci-
do, igualmente, resultados muy limitados. En la fase expansiva del ciclo, hasta 2007, 
pese a disfrutar de un periodo ininterrumpido de más de diez años de pactos socia-
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les, España no dejó de ser el país con mayor conflictividad de su entorno y, aunque 
mejoraron, la penetración sindical en las empresas y la articulación de la negociación 
colectiva no progresaron apreciablemente. La densidad sindical continuó siendo baja. 
Elementos todos que dificultan el adecuado traslado a la empresa de lo acordado al 
más alto nivel entre confederaciones de empleadores, sindicatos y Gobierno. 

Sin embargo, tal como ha sucedido en la mayoría de países europeos que han 
desarrollado estrategias de “coporatismo competitivo” en los últimos quince años, 
ha sido la crisis económica iniciada en 2008 la que ha evidenciado su ineficacia para 
articular una respuesta coordinada a la misma. Además, la ausencia de acuerdos se 
ha completado con la absoluta ruptura del diálogo social y el aumento de la conflic-
tividad. Los datos de cobertura de la negociación colectiva, densidad y penetración 
sindical en las empresas también han sufrido retrocesos. 
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